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Ciudad de México, a tres de junio de dos mil veintiséis3.

La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial dicta 

sentencia que determina desechar de plano la demanda del 

presente juicio, toda vez que el acto impugnado carece de 

definitividad y firmeza.

I. ANTECEDENTES

Del escrito de demanda y de las constancias que obran en el 

expediente se advierten los hechos siguientes.

1. Decreto de reforma Constitucional. El veintitrés de abril, se aprobó 

el Decreto por el que se reformaron los artículos 115, fracción I, 

párrafo primero; y 116, fracción II, párrafo segundo, y se adicionó al 

artículo 134, el párrafo cuarto, todos de la Constitución Política de 

1 En adelante, parte actora o parte promovente.
2 En lo siguiente parte recurrente.
3 Salvo precisión en contrario, todas las fechas corresponden a dos mil veintiséis.
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los Estados Unidos Mexicanos4.

2. Aprobación del Dictamen impugnado. El quince de mayo, las y 

los integrantes de las Comisiones unidas de puntos constitucionales 

y legislación y de participación ciudadana y reforma política de la 

LVI Legislatura del Congreso del Estado de Morelos aprobó el 

Dictamen del proyecto de Decreto por el que se reforman diversas 

disposiciones de la de la Constitución Política de esa entidad 

federativa, en materia de no reelección y nepotismo electoral.

3. Juicio de la ciudadanía. Inconformes, el veintisiete de mayo, la 

parte actora promovió escrito de demanda vía per saltum ante a 

Oficialía de Partes de este órgano jurisdiccional.

4. Registro, turno, requerimiento y radicación. La Presidencia ordenó 

integrar, registrar el expediente con la clave SUP-JDC-292/2026 y 

requerir al órgano responsable el trámite previsto en los artículos 17 

y 18 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral5. Asimismo, se turnó el asunto a la ponencia de la 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso, para los efectos previstos en 

el artículo 19 del mismo ordenamiento, en donde se radicó.

II. RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

PRIMERA. Competencia. Esta Sala Superior es formalmente 

competente para conocer del juicio, porque se relaciona con la 

emisión del Dictamen del proyecto de Decreto por el que se 

reforman diversos artículos de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos, en materia de no reelección y 

4 En lo siguiente Constitución Federal.
5 En lo subsecuente, Ley de Medios.
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nepotismo electoral6; cuestión sobre la que no está delimitada una 

competencia expresa para las Salas regionales de este Tribunal7 y, 

por ende, se debe asumir competencia. 

SEGUNDA. Improcedencia. Esta Sala Superior considera que, con 

independencia de que actualice alguna otra causal de 

improcedencia8, la demanda del presente asunto debe desecharse 

de plano, dado que el acto controvertido carece de definitividad y 

firmeza, toda vez que se trata de una de las etapas internas de un 

proceso legislativo de reforma constitucional local que, en este 

momento, no genera afectación sustancial en los derechos de la 

parte actora.

a) Marco jurídico

El numeral 9, párrafo 3, de la Ley de Medios, dispone que la 

demanda por la que se promueva un medio de impugnación se 

desechará de plano, cuando la notoria improcedencia del juicio o 

recurso derive de las disposiciones de ese mismo ordenamiento 

procesal federal.

Al respecto, del artículo 10, párrafo 1, inciso d) se advierte que los 

medios de impugnación en materia electoral solo serán 

procedentes, cuando se promuevan contra un acto definitivo y 

firme. 

Respecto los alcances del principio de definitividad, es importante 

6 De conformidad con lo dispuesto en los 41, párrafo tercero, Base VI y 99, párrafo cuarto, fracción 
V, de la Constitución Federal; 253, fracción IV, inciso c) y 256, fracción I, inciso e), de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación ─en adelante, Ley Orgánica─, así como 79, numeral 
2, 80, numeral 1, inciso f) y 81, de la Ley de Medios.
7 En términos del artículo 263 de la Ley Orgánica. 
8 Como pudiera ser la inobservancia al principio de definitividad, previsto en el artículo 80, numeral 
2, de la Ley de Medios, dado que esta Sala Superior es formalmente competente para resolver el 
presente juicio de la ciudadanía.
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destacar que los actos que conforman los procedimientos 

contencioso-electorales sólo pueden ser combatidos como 

violaciones procesales a través de las impugnaciones a la sentencia 

definitiva o la última resolución que, según sea el caso, se emita en 

el procedimiento de que se trate, pues de otra forma, no puede 

considerarse que el acto de referencia haya adquirido definitividad 

y firmeza.

Para arribar a la anterior conclusión, se toma en cuenta que el 

principio de definitividad se encuentra establecido en dos sentidos9:

a) Los de carácter preparatorio, cuya única misión consiste en 

proporcionar elementos para, en su oportunidad, tomar y 

apoyar la decisión.

b) El acto de decisión, donde se asume la determinación que 

corresponda, es decir, el pronunciamiento sobre el objeto de 

la controversia o posiciones en litigio; o aquellas llamadas 

formas anormales de conclusión, que se presentan cuando la 

autoridad resolutora considera que no existen los elementos 

necesarios para resolver el fondo de la cuestión planteada y 

terminar el juicio.

Así, los actos preparatorios o intraprocesales ordinariamente son 

susceptibles de incidir sobre derechos adjetivos, esto es, pueden 

tener un impacto sobre las garantías de un debido proceso. 

Sin embargo, este tipo de determinaciones, en principio, no 

suponen una afectación directa e inmediata sobre el derecho 

sustantivo que es objeto del procedimiento. Lo anterior, pues se 
9 De conformidad con la Tesis VI.1o.A.6 K (10ª). PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. SE ENCUENTRA 
ESTABLECIDO EN DOS SENTIDOS, VERTICAL Y HORIZONTAL, RESPECTO DE LA IMPUGNACIÓN DE 
ACTOS DE TRIBUNALES JUDICIALES, ADMINISTRATIVOS O DEL TRABAJO EN EL JUICIO DE AMPARO.
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parte de la idea de que los vicios procesales que se materializan en 

el marco de un proceso podrían no traducirse en un perjuicio sobre 

ese derecho de quien está sujeto al mismo.

No obstante, a pesar de la presunta actualización de violaciones 

sobre derechos procesales, es factible que se emita una 

determinación definitiva en la que se resuelva a favor de las partes 

promoventes o peticionarios. En otras palabras, es posible que los 

vicios procesales no trasciendan al resultado del proceso.

En las condiciones apuntadas, si la sola emisión de actos 

preparatorios únicamente surte efectos inmediatos al interior del 

procedimiento al que pertenecen, y no producen una afectación 

real en el acervo sustancial del inconforme, tales actos no reúnen el 

requisito de definitividad en sus dos vertientes.

b) Caso concreto

En el caso, la parte actora pretende controvertir la disposición 

transitoria tercera del Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos 

Constitucionales y Legislación y de Participación Ciudadana y 

Reforma Política del proyecto de Decreto por el que se reforman de 

manera integral el artículo 24, se adiciona una fracción V al artículo 

25; se deroga la fracción VI del artículo 26; se adiciona un inciso c) 

a la fracción V  del artículo 60; se reforman los párrafos quinto, sexto 

y séptimo del artículo 112; y se adiciona una fracción VIII al artículo 

117 de la de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos, en materia de no reelección y nepotismo electoral.

Su inconformidad, esencialmente, se sustenta en que dicha 

disposición vulnera sus derechos político-electorales de votar, al 
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provocar incertidumbre jurídica respecto de cuáles serán las normas 

constitucionales aplicables para el proceso electoral ordinario 2026-

2027 en el Estado de Morelos toda vez que, el Congreso local 

determinó indebidamente que las reformas en materia de 

nepotismo electoral y prohibición de reelección serían aplicables 

hasta el proceso electoral 2030.

En ese sentido, sostienen que las acciones del Congreso local 

resultan violatorias al régimen constitucional vigente establecido en 

la reforma federal de 23 de abril, donde se reformaron los artículos 

115, fracción I, párrafo primero y 116, fracción II, párrafo segundo y 

la adición del artículo 134, párrafo cuarto de la Constitución federal.

En ese contexto, como se anticipó, esta Sala Superior determina el 

desechamiento de plano de la demanda ante la falta de 

definitividad y firmeza del acto impugnado. 

Lo anterior, porque el acto materia de controversia es un Dictamen 

de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación y 

de Participación Ciudadana para reformar diversos artículos del 

texto constitucional local en materia de nepotismo electoral y 

prohibición de reelección; el cual se emitió como parte de una de 

las etapas del proceso legislativo en Morelos. 

En efecto, del estudio integral al escrito de demanda, se advierte 

que la parte actora acude a controvertir dicho Dictamen 

argumentando que indebidamente se pretenden diferir esos temas 

hasta el siguiente proceso, en lugar de que tengan un impacto en 

el proceso electoral ordinario local 2026-2027 que iniciará en 

septiembre del presente año; conforme al régimen constitucional 

transitorio contenido en el Decreto de reforma de los artículos 115 y 
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116 de la Constitución federal, el cual dispone que dichas 

disposiciones serán aplicables para el proceso electoral 

subsecuente posterior a la entrada en vigor de dicha reforma 

constitucional.

En ese sentido, para este órgano jurisdiccional el acto controvertido 

no es definitivo ni firme, al corresponder a una de las etapas de un 

proceso legislativo de una entidad federativa, dado que, 

únicamente, se pretende impugnar un Dictamen presentado por las 

Comisiones de un Congreso local relacionado con un proyecto de 

Decreto para reformar la norma constitucional local.

Lo anterior, porque el procedimiento legislativo ─acorde con el 

artículo 44 de la Constitución de Morelos─ establece que para que 

una iniciativa tenga el carácter de ley o decreto, necesita en 

votación nominal de las dos terceras partes de la diputación de 

integrantes de la legislatura; la sanción y promulgación del Ejecutivo 

y su publicación en el órgano oficial del Estado; excepto en los casos 

expresamente determinados por dicha Constitución.

Por su parte, en la normatividad interna del Estado, se advierte que 

el artículo 60 de la Ley Orgánica del Congreso local establece que 

corresponde a la Comisión de Puntos Constitucionales y Legislación 

el dictamen de reformas a la Constitución local; mientras que, en los 

artículos 147 a 150 del mismo ordenamiento se regulan los requisitos 

para que el texto Constitucional pueda ser reformado, los cuales 

abarcan etapas posteriores a la que ahora es materia de 

impugnación.

De ahí que, sea evidente que la presentación del Dictamen es una 

de las etapas preliminares del proceso legislativo que debe 
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agotarse para que finalmente éste tenga la calidad de Decreto; por 

lo que no tiene el carácter de acto definitivo y firme. 

Incluso, a juicio de esta Sala Superior si se impugnara la aprobación 

del Decreto de reforma a la Constitucional local se considera que 

se trataría de una norma de carácter general que, en todo caso, 

para que este órgano jurisdiccional conozca de una posible 

afectación sería necesaria la existencia de actos concretos que 

impacten en la esfera jurídica de la parte promovente con una 

afectación directa e inmediata que pudiera incidir en el ejercicio 

de algún derecho político-electoral que sea tutelable a través del 

sistema de medios de impugnación en materia electoral; lo cual no 

acontece en el presente caso.

Por lo expuesto y fundado se

III. RESUELVE

ÚNICO. Se desecha de plano la demanda.

NOTIFÍQUESE como corresponda.

Devuélvanse los documentos respectivos y archívese el expediente 

como total y definitivamente concluido.

Así, por unanimidad de votos lo resolvieron las magistradas y los 

magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, ante el Secretario General de Acuerdos 

que autoriza y da fe, así como de que la presente sentencia se firma 

de manera electrónica.
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Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas 
certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales 
segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica 
certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y 
sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los 
medios de impugnación en materia electoral.


